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1. LANUEVA DEFINICION DE LAS COMPETENCIAS
URBANISTICAS

La Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre la Reforma del régimen del
suelo y de las valoraciones, hay que entenderla desde la situacién
creada por la sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20
de marzo, al fijar los limites de las competencias de las Comuni-
dades Auténomas y del Estado sobre urbanismo, ordenacién del
territorio, y otras materias y titulos competenciales diferentes, aun-
que inevitablemente condicionantes. Como ya se ha repetido
insistentemente, aunque la lectura de los Estatutos de Autonomia
no dejaba excesivos margenes a la duda, la sentencia del Tribunal
Constitucional ha interpretado la atribucién exclusiva de la com-
petencia urbanistica y sobre la ordenacién del territorio a las
Comunidades de un modo radical.

La otra vertiente de esta tesis, reflejada en la sentencia, es el
desapoderamiento del Estado e, incluso, el rechazo del derecho del
Estado a la utilizacién de titulos competenciales, aparentemente
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claros, si éstos pudieran socavar la competencia urbanistica
autondmica. Es el caso del titulo competencial sobre la regulacién
de la propiedad como parte de la legislacién civil, aunque al final
la sentencia concluyera aceptando que el establecimiento de medi-
das que garanticen la igualdad en el ejercicio del derecho de pro-
piedad, al amparo del articulo 149.1.1.° de la Constitucién, deba
suponer una minima regulacién de lo que denomina propiedad
urbana, que puede ser completada por la legislacién autonémical.

El efecto de la sentencia, que algunos autores no temen califi-
car de devastador, se refleja en la Ley aprobada por las Cortes, aun-
que todavia trascienda un cierto trasfondo de la técnica legislativa
anterior, propiciada por la sentencia del T.C.2. Este recuerdo sub-
yacente del modelo legislativo anterior no implica una limitacién
de las competencias autonémicas més alld del efecto condicionan-
te, admitido por la sentencia del Tribunal Constitucional, de la
regulacion de las condiciones minimas del derecho de propiedad
urbana. La Ley 6/1998 no es una ley urbanistica, como lo fueron
las Leyes de 12 de mayo de 1956, de 2 de mayo de 1975 y de 25 de
julio de 1990, y los Textos Refundidos de las dos dltimas, de 9 de
abril de 1976 y de 26 de junio de 1992, respectivamente. Esta con-
sideracién es fundamental y por ello la Ley no debe confundirse
con una norma reguladora de un marco estatal del urbanismo y de
la ordenacién del territorio. La pretensién de dictar una ley estatal
con este caricter después de la sentencia del Tribunal Constitucio-
nal y ante la extraordinaria sensibilidad de las Comunidades fren-
te a posibles injerencias estatales, hubiera sido una initil vuelta a
los defectos de la Ley de 26 de junio de 1990 y de su Texto Refun-
dido, aunque la intensidad o densidad normativa se hubiera reba-
jado de grado.

Por tanto, la Ley se ha planteado en el terreno delimitado por
la sentencia del Tribunal Constitucional. Esta limitacién ha pro-
vocado la existencia aparente de deficiencias de técnica legislativa,

! E. Garcia DE ENTERR{A, cn su conferencia «El Derecho Urbanistico espafiol a la vista
del siglo XXI», pronunciada cn la inauguracién dc las «Jornadas Internacionales de Dere-
cho Urbanistico», Universidad de Santiago dec Compostela, 2 de julio de 1998, publicada en
la Revista Espafiola de Derecho Administrativo, n.° 99, julio/scpticmbre, pig. 398, Civitas
1998, rccucrda quc «la propicdad del suclo, quc cs ¢l gran tcma del urbanismo, cs, eviden-
temente, un tema civil, aunque csté integrado cn el vicjo Cédigoe Civil, y es, ademas, sin la
menor duda, una cucstién de “cjercicio de derechos” constitucionales (articulos 33 y 47)
cuya regulacién, cn “las condiciones bésicas que garanticen la igualdad dc todos los cspafio-
les”, corresponde también al Estado segtin cf art. 149.1.1.%.

2 E. Garcia DE ENTERRIA, cn su conferenctia citada, pag. 395, compara la sentencia con
un «tornado, quc cn segundos destruye stibitamente cf pucblo pacientemente construido du-
rantc varias gencracioncs», siendo la victima «cl Derecho Urbanistico cstablecido tras més de
50 afos de reflexién...». Sobre ¢l mismo problema, ver ¢l trabajo de Tomés Ramén FERNAN-
DEZ «El Desconcertante presente y ¢l Imprevisible y-preocupante futuro del Derecho Utr-
banistico espaiiol», publicado en ¢l n.? 94, abril-junio, dc la misma rcvista, pigs. 189 a 201.
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como son los textos residuales de la legislacién anterior que han
quedado vigentes y que se enumeran en la Disposicién derogato-
ria Gnica. Estos textos exigirdn un ejercicio de interpretacién de
diferente amplitud y dificultad cuando hayan de ser aplicados,
segiin los casos. En algunos, la aplicacién puede llegar a no resul-
tar posible por haber desaparecido su objeto, como ocurre en aque-
llos de supervivencia parcial de articulos, por las anulaciones
declaradas por la sentencia del Tribunal Constitucional. En estos
casos podrian haber quedado expresamente incluidos dentro de la
Disposicidn derogatoria Gnica. Los articulos residuales de la legis-
lacién anterior que han quedado en vigor no justifican, por su dis-
persién, un texto integrado Gnico, que podria ser entendido como
un nuevo intento de injerencia en la esfera competencial de las
Comunidades. Es previsible que aquellos preceptos residuales
acaben siendo integrados, modificados o derogados por la legisla-
c16n posterior.

La Ley 6/1998 centra su objeto, pues, en el régimen de la pro-
piedad del suelo, con base esencialmente en el titulo competencial
del articulo 149.1.1.° de la Constitucién de acuerdo con la senten-
cia del Tribunal Constitucional —aunque en la Disposicién final
Gnica se agreguen otros titulos competenciales—, en las valoracio-
nes, expropiaciones y en los supuestos indemnizatorios por lesién,
por causas urbanisticas derivadas de la modificacién del planea-
miento que regule las condiciones de utilizacién del suelo, de
acuerdo con los criterios establecidos por la sentencia citada.

2. EL REGIMEN DE LA PROPIEDAD DEL SUELO

La Ley 6/1998 lleva el titulo de Ley sobre Régimen del suelo y
valoraciones, pero, sin embargo, el Titulo II sigue manteniendo en
su epigrafe la denominacién de «Régimen urbanistico de la pro-
piedad del suelo». La fuerza expansiva de la legislacién anterior se
pone de manifiesto, aunque aqui, en un aspecto meramente ter-
minolégico. El régimen de derechos y obligaciones del propietario
del suelo se ha venido describiendo desde la Ley del Suelo de 12
de mayo de 1956 como régimen urbanistico del suelo.

En la legislacién anterior, la 16gica de la denominacién y de la
técnica utilizada para establecer el régimen del suelo estaba funda-
da en el caricter unitario del ordenamiento juridico urbanistico. La
misma Ley regulaba el planeamiento, la gestién y el régimen ur-
banistico del suelo. En la nueva situacién competencial, por un
lado, el Estado regula las condiciones que garantizan la igualdad en
el ejercicio del derecho de propiedad, estableciendo un «minimo

DA-1998-1999, nims. 252-253. FRANCISCO PERALES MADUENO. La tercera reforma del régimen del...



DA-1998-1999, nims. 252-253. FRANCISCO PERALES MADUENO. La tercera reforma del régimen del...

92 Francisco Perales Madueiio

comiin denominador3 o una regulacién minima de la propiedad
urbana, y, por otro, las Comunidades Auténomas regulan el planea-
miento, la gestién y todos los restantes extremos constitutivos de sus
respectlvos ordenamientos urbanisticos, ademas de poder completar
el régimen minimo de la propiedad del suelo. ,

La pluralidad de normas crea una situacién compleja en la que
ha quebrado la uniformidad anterior, de suerte que podrd haber
tantas legislaciones urbanisticas diferenciadas como Comunidades
Auténomas, y todas ellas deberdn apoyarse, o respetar, una Gnica
regulacién del régimen del suelo por ley del Estado, que no es una
ley urbanistica, sin incluir aqui la situacién especial de Ceuta y Me-
lilla que carecen de potestad legislativa. La ley estatal no es una ley
urbanistica pero tiene transcendencia para el urbanismo, por lo que
tampoco resulta desacertado el epigrafe del Titulo II, si bien mejor
hubiera sido que hubiese omitido el calificativo, aunque sélo fuera
para evitar interpretaciones basadas en argumentos superficiales.

El régimen del suelo lo ha establecido la Ley siguiendo una tra-
dicién estatutaria que, con la Ley de 2 de mayo de 1975 y su Texto
Refundido de 9 de abril de 1976, partia de una clasificacién del te-
rritorio municipal en suelo urbano y suelo no urbanizable, en los
municipios sin planeamiento general, y en suelo urbano, urbaniza-
ble y no urbanizable, o en algunas de estas clases, en los municipios
que contaran con aquel tipo de planeam:iento. Resulta superfluo
exponer aqui las caracteristicas y pormenores de la clasificacién,
salvo recordar que el suelo urbano se definia a partir de unas condi-
ciones de urbanizacién y de edificacién fijadas por la Ley, y que el
acto de la efectiva clasificacién se realizaba a través de un Proyecto
de Delimitacién del suelo urbano o del planeamiento general.

La Ley 6/1998, con el respaldo expreso de la sentencia 61/1997
del Tribunal Constitucional?, ha seguido la misma técnica. El Tri-
bunal Constitucional ha admitido la constitucionalidad de la cla-
sificacién del suelo por ley estatal, como base de la regulacién de
unas condiciones minimas del régimen de la propiedad urbana y
de fijacién de los criterios de valoracién del suelo.

3 Ver Fundamento juridico 9 de la sentencia 61/1997, de 20 marzo, del Tribunal Cons-
titucional.

# Fundamento juridico 14.b) de la sentencia 61/1997, dcl T.C. Dicc la scntencta cn cste
apartado: «lo que ¢l precepto establece (se reficre al articulo 3.2.¢) del Texto Refundido de
1992) no cs mds quc cl presupuesto de la misma propicdad del suclo, fijando tres posibles
clasificacioncs, dc las que sc derivard un régimen juridico también distinto. Sin esta clasifi-
cacién previa que, como hemos afirmado, encaja en el articulo 149.1.1.° C.E., no seria posible
regular condicién bdsica alguna del derecho de propiedad urbana que aquel precepto reserva al
Estado, puesto que constituye la premisa, a partir de la cual se fijan tales condiciones bdsicas. Cabe
afiadir quc la citada clasificacién constituyc también cl presupucsto légico-juridico para la
aplicacién dcl cntero sistema dc valoracioncs a cfectos indemnizatorios... Esta clasificacién
no implica la prefiguracién por cl legislador estatal de modclo urbanistico alguno...».
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Se ha mantenido, por tanto, la clasificacién, partiendo de la
definicién del suelo urbano con criterios reglados y con referencia
al planeamiento configurado por el ordenamiento urbanistico de
las Comunidades Auténomas. Siguiendo la sentencia del Tribunal
Constitucional, la Ley no hace alusién a una determinada figura
de planeamiento general —hasta ahora Plan General o Normas
Subsidiarias del planeamiento municipal- porque representaria
una inconstitucional imposicién de un tipo de Plan, que tendria
que regular la misma Ley. Sin embargo, la Ley estatal, con esta téc-
nica, presupone la necesidad de la existencia de esta clase de pla-
neamiento si el municipio desea contar con suelo urbanizable. En
otro caso, las clases de suelo se reducen al urbano y al no urbani-
zable. La técnica utilizada, aunque sugiera la apariencia de man-
tener implicitamente un modelo de planeamiento municipal, no
prefigura un tipo de planeamiento, como ha dicho la sentencia,
porque la regulacién, contenido y desarrollo del mismo corres-
ponde con total independencia a la legislacién urbanistica de cada
una de las Comunidades. El soporte constitucional que ofrece la
sentencia 61/1997 no es dudoso.

La clasificacién del suelo sirve a la Ley para establecer los dere-
chos y obligaciones generales y abstractos, ¢ iguales para todos, de
la propiedad del suelo. La clasificacién no actda desde la Ley
directamente sino a través del planeamiento que la legislacién de
las Comunidades Auténomas configure.

De igual modo que la regulacién de la Ley estatal ha de ser
entendida a través de lo que sobre el régimen de la propiedad indi-
ca la sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, también se
debe contemplar desde la doctrina establecida por la sentencia la
capacidad de las Comunidades Auténomas para completar esta
regulacién, que no estd acabada®. Por tanto, no seria exacto decir
que los derechos y obligaciones de los propietarios de las distintas
clases de suelo son exclusivamente los que determinan los articu-
los 12 a 22 de la Ley, porque la legislacién autonémica podri, y
deber4, a partir de esta Ley completar el régimen de cada clase de
suelo®. Asi, a primera vista, queda por regular el régimen legal de
la renovacién o reforma interior en el suelo urbano, que no estd
contemplado por los articulos 13 y 14 de la Ley y que admite dis-

5 Ver Fundamento juridico 7 dc la scntencia 61/1997, dcl T.C., dondc pucde leerse que
«las Comunidadcs Auténomas, cn la medida cn que tengan compcetencias sobre la matcria,
podrin sicmpre aprobar normas atincntes al régimen juridico de ese derecho —como ¢n cl
caso dc la propicdad del suclo-...».

6 Ver, igualmente, ¢l Fundamento juridico 7 de la sentencia 61/1997, donde sc schala
que «.. scrd lucgo cl legislador competente, cstatal y autonémico, ¢l que respetando tales
condicioncs bisicas cstablezea su régimen juridico, de acucrdo con ¢l orden constitucional
dc competencias»,
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tintas soluciones; el régimen de creacién y desarrollo del suelo
urbanizable, remitido expresamente por el articulo 16 a la legisla-
c16n autondémica; o el régimen de utilizacién del suelo no urbani-
zable que, en modo alguno, puede entenderse acabado por el arti-
culo 20, que igualmente se remite a la legislacién urbanistica.

La sentencia del Tribunal Constitucional obliga a hacer una
interpretacién de esta regulacién minima, de acuerdo con los cri-
terios constitucionales que seiala, razén por la que no pueden
considerarse bloqueadas las facultades de las Comunidades, aun-
que si deban respetar los minimos establecidos por la Ley estatal.
Cuestién distinta es que se discrepe del modelo minimo elegido
por el legislador estatal y que esta discrepancia se envuelva y pre-
tenda justificar en un supuesto exceso competencial del Estado.
Hay que recordar que la sentencia, en su Fundamento juridico 10,
reconoce expresamente que «ef articulo 149.1.1.° C.E. permite al
legislador estatal opciones diversas, y, a la postre, modelos diferentes de
propiedad urbana, en sus condiciones bdsicas, claro estd, pero cuya
influencia sobre el entero estatuto legal de esta forma de propiedad
tampoco cabe desconocer, puesto que habrdn de ser respetadas y aten-
didas por la normativa autondmica, por mds que el titulo estatal no
ampare una legislacion bdsica general o indiferencida de la propiedad
urbana bajo el perfil del Derecho piiblico, sino sélo de aquellas normas
que garanticen la igualdad bdsica en el ejercicio del derecho y en el
cumplimiento de la funcion social que le es inherente».

3. EL CARACTEB ABSTRACTO Y GENERAL DE LA
CLASIFICACION Y SU SENTIDO DINAMICO

Ya se ha sefialado que la regulacién de la clasificacién del suelo,
a pesar del practicismo con que estd expuesta en la Ley, tiene un
caricter abstracto por lo que de la misma no se puede deducir su
efectiva y directa aplicacién al territorio. En otras palabras, la apli-
cacién concreta requiere la aprobacién de un planeamiento gene-
ral que decidird qué suelo es urbano porque redne los requisitos
que la ley exige —estatal y en su caso autonémico—; qué otro suelo
es no urbanizable, y cuil es el suelo urbanizable.

Aungque es evidente el principio liberalizador que impregna la
Ley, no llega al extremo de imponer la regla de que todo el suelo
que no sea urbano o no urbanizable, por no gozar de valores que
deban ser protegidos, haya de considerarse como suelo urbaniza-
ble. Es claro que el plancamiento puede excluir, como posible
suelo urbanizable, suelos que, no siendo merecedores de protec-
cién especial, considere inadecuados para un desarrollo urbano,
conforme al articulo 9.2.%. El juicio sobre la adecuacién o inade-
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cuacién corresponde a la Administracién titular del planeamiento
y, a ésta, establecer los criterios correspondientes.

Ev1dentemente la efectividad de liberalizacién va a depender,
en tltimo término, de la legislacién autonémica sobre el planea-
miento y su gestién. Esto es consecuencia de las limitaciones en la
que se mueve la Ley estatal, y constituye la prueba de que ésta no ha
invadido la competencia urbanistica autonémica. Pero el principio
de la mayor amplitud que el régimen legal minimo de la propiedad
ha querido establecer resulta claramente, por ejemplo, del articulo
16. No es posible compartir la opinién de que el suelo no estuviera
—y no siga estando— sujeto a restriccién publica alguna’. La clasifi-
cacién del suelo urbanizable y no urbanizable de los planes, y la pro-
gramacién del primero, representan restricciones manifiestas, por
virtud de una decisién administrativa de la oferta de suelo, pues el
suelo clasificado como no urbanizable, aunque no goce de ningin
valor protegible, no es utilizable con fines urbanisticos. Su utiliza-
cién requiere una modificacién o revisién del planeamiento, que
dependen de decisiones administrativas discrecionales. No cabe
mayor restriccién que la decisién administrativa de excluir suelo del
posible mercado del suelo urbanizable, ni mayor riesgo que los cam-
bios se adopten a golpe de presiones que pueden dar lugar a las mis
flagrantes arbitrariedades y abusos. Igualmente es fuente de restric-
ci6én el sometimiento del desarrollo de iniciativas, pablicas y priva-
das, a las limitaciones impuestas por programaciones a medio y lar-
go plazo de los planes que no se adapten con la imprescindible agi-
lidad a los cambios de las necesidades de la demanda.

Estas restricciones, basadas sobre todo en un sistema, sin justi-
ficacién material la mayor parte de las veces, deben evitarse, y en
esa direccién se orienta el nuevo régimen del suelo, cuya efectivi-
dad requiere que la legislacién urbanistica establezca fé6rmulas de
planeamiento y de gestién objetivas, abiertas y limitadamente suje-
tas a decisiones discrecionales. La direccién estd sefalada por la
Ley estatal, pero su mayor o menor efectividad dependera de la
legislacién urbanistica. De ninglin modo es incompatible esta
nueva direccién con politicas de ordenacién y proteccién del terri-
torio. Exigir4, esto si, mayor rigor y objetividad, y menor volunta-
rismo, en el planeamiento territorial y urbanfstico8.

7 L. PAREJO ALFONSO, Legislacion general en materia de Urbanismo, cditorial Aranzadi,
1998, pig. 17.

8 En csta linca sc manificsta GARCiA DE ENTERRIA cn la Conferencia citada, pag. 399,
sciialando, por una parte, la cxcesiva rigidez dcl sistema de planificacién, que no hay razén
para mantencr, y, por otra, la convenicncia de renunciar a los grandes sistemas de perccua-
cién de beneficios y cargas que sc ha intentado «con abstractas, complejas y, al final, torpisi-
mas técnicas de aprovechamicnto tipo medio», funcién redistributiva que «hay que intentar
devolver al impucsto».
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Hubiera sido, quiz4, formalmente mis innovador regular los
derechos y obligaciones minimos de la propiedad, para garantizar
la igualdad en el ejercicio del derecho, sin referirse a una clasifica-
cién formal, dependiente del planeamiento. Para ello, hubiera bas-
tado distinguir inicialmente sélo dos clases de suelo, que no pue-
den ser otras que el urbano —suelo ya transformado-y el no urba-
nizable. El régimen legal del suelo debe ser coherente con la clase
real del mismo para no incurrir en el arbitrismo de la Ley de 26 de
junio de 1990 y de su T.R. de 25 de julio de 1992 al unificar el régi-
men de derechos y obligaciones del suelo urbano y urbanizable.
Para ello es suficiente que la Ley establezca los requisitos defini-
dores del suelo urbano.

A partir de la distincién de dos regimenes de propiedad, corres-
pondientes al suelo urbano y al rdstico, que son las dos realidades
que se dan en todo término municipal, la Ley podria haber esta-
blecido el estatuto minimo de ambos y, ademis, las obligaciones
minimas que, en todos los casos, se exige para la transformacién
del suelo en urbano. La regulacién abstracta del régimen legal de
la transformacién corresponderia al régimen que, con la clasifica-
cién, se denomina urbanizable.

Una regulacién de este tenor habria tenido que referirse, tam-
bién, para establecer las condiciones de la transformacién, al pla-
neamiento general municipal como instrumento delimitador de las
areas no susceptibles de transformacién o, con criterio menos libe-
ralizador, a las 4reas que el planeamiento declarara urbanizables.

La técnica utilizada por la Ley 6/1998, que parte de una clasifi-
cacién, responde a la misma idea de distinguir dos tipos de realida-
des, el suelo urbano y el no urbanizable, mis un estatuto de trans-
formacién, aunque su expresién pueda parecer menos general al
incluirla en una clasificacién formal. Lo que de ningin modo es
cierto, aunque pese a los sectores mis inclinados a prescindir de
todas las limitaciones clasificatorias del planeamiento, es que la
Ley decida, con efectos directos, la catalogacién de toda una cate-
goria de suelo urbanizable. No responde al texto legal, a mi juicio,
la tesis de que el suelo urbanizable sea una categoria de suelo que
queda «integrada autométicamente (de forma residual) por todos
aquellos terrenos que no deban quedar incluidos en las clases de
urbano y no urbanizable en virtud de criterios que se quieren rcgla—
dos»%. El concepto general y abstracto del suelo urbanizable es resi-
dual, pero el suelo urbanizable resultante del plan no lo es porque
su existencia depende de las decisiones que éste comporte sobre la
ordenacién del territorio afectado, que, naturalmente, deben estar

9 L. PAREJO ALFONSO, 0b. cit., pag. 17.
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motivadas por el conjunto de los estudios que definen y justifican
el modelo y la estructura propuestos por el Plan.

Tampoco hay que olvidar otro importante principio reconoci-
do por la Sentencia 61/1997 del Tribunal Constitucional. El Esta-
do puede legitimamente elegir un modelo de propiedad. A este
principio responde la sustitucién de la regulacién de la propiedad
con facultades urbanfsticas segregadas que se adquieren y se pue-
den perder, por la propiedad con facultades inherentes, aunque
condicionadas en su ejercicio al cumplimiento de las obligaciones
establecidas por la Ley estatal, por la legislacién urbanistica y por
el planeamiento.

4. LAS VALORACIONES DEL SUELO
4.1. CONSIDERACIONES GENERALES

El segundo gran tema de la Ley 6/1998 es la regulacién de las
valoraciones. La Ley ha optado por aplicar unos criterios de valo-
racién que resultan coherentes con el régimen urbanistico del
suelo y que tienden a reflejar el valor real que el mercado asigna al
suelo, como dice la Exposicién de Motivos.

Por ello, la Ley prescinde del uso de criterios valorativos con-
vencionales de los suelos urbanizables y urbanos, como los de los
de la Ley de 12 de mayo de 1956, o los también convencionales e
injustificables, por arbitrarios, del T.R. de 26 de junio de 1992,
basados, en unas caprichosas atribuciones de porcentajes del valor
urbanistico en funcién del grado del planeamiento aprobado y de
la clase de suelo, o en incrementos del valor inicial en funcién del
coste de urbanizacién. El condicionamiento mas importante de la
valoracién lo representa el principio establecido por el articulo 25,
segin el cual «el suelo se valorard segiin su clase y situacién». Es
un hecho inevitable que la clasificacién y el planeamiento influyen
de forma sustancial en la formacién de los precios del suelo, pues-
to que de ellos depende su destino. El mercado tiene en cuenta
estos factores basicos y sus consecuencias econémicas, lo que no
puede ser desconocido por la Ley, como no lo ha sido nunca, aun-
que el reconocimiento de los valores expropiatorios haya sufrido
fuertes variaciones legislativas.

La cuestién polémica es el reconocimiento o no de los valores
de mercado a favor del propietario, derivados de la clasificacién del
suelo. La Ley hace frente a los argumentos que tradicionalmente
han justificado la utilizacién de valores convencionales —enrique-
cimiento gratuito del propietario por el incremento del valor del
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suelo por efecto del planeamiento y, fundamentalmente, el abara-
tamiento de las expropiaciones—y reconoce o tiende a reconocer, a
efectos expropiatorios el valor real o valor de reposicién, como
corresponde a la institucién de la expropiacién forzosa. Si las cosas
tienen un valor en el mercado, cualesquiera que sean las causas
generales que hayan influido en su formacién —salvo actuaciones
fraudulentas para alterar el precio— la coherencia de la Ley quie-
bra si no lo reconoce cuando aquellas se expropian. Cuestién dife-
rente es que la Administracién deba participar en la plusvalia
generada por su actuacién, en la forma y cuantia que la legislacién
disponga directamente o, con mis depurada técnica, a través de la
fiscalidad.

El argumento en contra del reconocimiento de los valores de
mercado, o por lo menos la tendencia hacia esta referencia, basado
en la ausencia de actividad del propietario para que el terreno
alcance el valor que tenga en el mercado, es un argumento social
engafioso pero no es un argumento juridico vilido y, desde luego,
no empleado en los supuestos de transmisién obligatoria de otros
bienes o derechos. La indemnizacién sélo es justa si con ella el
expropiado puede adquirir otro bien de valor anélogo. El enrique-
cimiento que obtenga el propictario deberd quedar gravado fiscal-
mente como en cualquier transmisién privada. Los sistemas de
valoracién convencional del suelo fallan por no reflejar el valor
real, lo que da lugar a la impugnacién sistematica de los justipre-
cios y a su habitual incremento por los Tribunales, con los consi-
guientes retrasos y devengo de intereses que elevan de forma
impredecible el coste de las expropiaciones. Habria que esperar
que los nuevos criterios de valoracién favorezcan la reduccién del
alto nivel de impugnacién de las expropiaciones.

El abaratamiento de las expropiaciones se ha de conseguir no a
costa de cada propietario al que le «toca» la loteria de la expropia-
cién —no siempre perjudicial, bien es cierto, lo que agrava el pro-
blema—, sino por la reduccién de los incrementos del valor del
suelo. Este es el planteamiento de la Ley 6/1998, al fijar las condi-
ciones minimas del régimen del suelo, por si solas insuficientes,
sin embargo, para que el objetivo se alcance. Normalizar la oferta
de suelo urbanizado —no sélo urbanizable- es el requisito necesa-
rio para que se rompa la tendencia alcista de su valor, y por tanto,
de su repercusién en el precio final de las edificaciones. La legisla-
cién urbanistica tiene la responsabilidad de establecer las reglas
que permxtan conseguirlo. Una politica urbanistica que, sin
renunciar a la racionalidad de la utilizacién del territorio, elimine
trabas administrativas innecesarias, dote de seguridad al mercado
de suelo haciéndolo transparente, y asegure una verdadera igual-
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dad de oportunidades para actuar, sin convertir al suelo en una
fuente el4stica de financiacién de otras necesidades municipales,
debe facilitar la regulacién de la oferta y demanda de suelo.

4.2, CARACTERISTICAS BASICAS

Siguiendo una linea de rigor ya iniciada en leyes anteriores, las
valoraciones del suelo se regulan de modo general, cualquiera que
sea la finalidad de la expropiacién y la legislacién aplicable. Es de
esperar que otra legislacién no quiebre este principio en el futuro.
No hay razén para que el fin de la expropiacién o la intervencién
de una u otra Administracién alteren el valor de las cosas. La regla
extiende su aplicacién a la esfera de la distribucién de beneficios y
cargas, en defecto de acuerdo undnime, como consecuencia del
principio de igualdad, aunque este titulo (art. 149.1.1.° de la C.E.)
no se mencione en la Disposicién final dnica en apoyo del segun-
do parrafo del articulo 23.

En segundo lugar, las valoraciones se basan en las valoraciones
fiscales siempre que éstas hayan tenido en cuenta el planeamiento.
Esta unificacién de valores es una exigencia inexcusable de la cohe-
rencia léogica que debe presidir el ordenamiento juridico para que
sea respetable y creible. No puede mantenerse la divergencia con-
tradictoria entre criterios fiscales que tienden a valorar el suelo con
apoyo y con el horizonte de los valores de mercado, y criterios
urbanisticos que pretenden sustituir estos valores por otros conven-
cionales y reducidos para abaratar las expropiaciones, o por el dudo-
so dogma de que el propietario de suelo no tiene derecho a benefi-
ciarse del aumento de valor de sus terrenos. El suelo debe valer lo
mismo como base de un impuesto o como objeto de expropiacidn.

La Ley 6/1998 establece métodos de valoracién para cada una
de las clases de suelo que suponen la aplicacién al aprovecha-
miento de los valores bisicos de repercusién en poligono o en par-
cela recogidos en las ponencias catastrales, segiin se trate de suelos
urbanizables preparados por el planecamiento general para su
desarrollo inmediato o de suelos urbanos. La ausencia o pérdida
de vigencia de valores catastrales da lugar a la aplicacién del méto-
do residual.

Tiene importancia la inclusién dentro de las deducciones del
valor total no sélo de los costes de urbanizacién precisos y no eje-
cutados sino también de los de financiacidn, gestién y promocién
y de las indemnizaciones que deban hacerse efectivas para la eje-
cucién del plan. En los casos de operaciones de reforma interior,
renovacién o mejora urbana las deducciones incluyen también un
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concepto indeterminado de «costes adicionales» que pucdan con-
llevar, lo que significa que la indemnizacién del justiprecio del
dominio debe absorber todos los restantes gastos necesarios de la
actuacién.

5. EL REGIMEN INDEMNIZATORIO

El Titulo V de la Ley regula los supuestos indemnizatorios por
motivos urbanisticos, amparado en el art. 149.1.1.° de la Constitu-
cidén.

El art. 41 establece el principio de que la modificacién o revi-
sién del planeamiento sélo podri dar lugar a indemnizacién por
reduccién de aprovechamiento si se produce antes de transcurrir
los plazos previstos para su ejecucién en el dmbito en el que a
dichos efectos se encuentre incluido el terreno, o transcurridos
aquellos, si la ejecucién no se hubiere llevado a efecto por causas
imputables a la Administracién. Se completa la enunciacién del
principio, afiadiendo que las situaciones de fuera de ordenacién
surgidas por los cambios de planeamiento no son indemnizables,
a excepcidén de lo previsto anteriormente.

El precepto no incluye la declaracién de que la ordenacién de
los terrenos y las construcciones no confiere derecho a- exigir
indemnizacién, porque esta declaracién de principio estd estable-
cida por el art. 2.2.

Es destacable que el nuevo precepto precisa que los supuestos
indemnizatorios a que se refiere, por causa de modificacién o de
revisién del planeamiento, incluyen el derecho a la indemnizacién
por reduccién de aprovechamiento si se produce antes de transcu-
rrir los plazos de la ejecucidn, o si ésta no se hubiese llevado a efec-
to por causa imputable a la Administracién. Ya no se trata de que
s6lo se indemnicen, en el segundo caso —inejecucién por motivo
imputable a la Administracién— los gastos producidos por el cum-
plimiento inherentes al proceso indemnizador que resulten inser-
vibles como consecuencia del cambio de planeamiento, conforme
al art. 44.1 de la Ley, sino también la minusvalia que produzca la
reduccién del aprovechamiento.

Esta reduccién puede ser motivada por una disminucion de la
edificabilidad y por otras causas, como pueden ser cambios de califi-
cacién del suelo que influyan negativamente en el aprovechamiento.

El principio establecido del derecho a la indemnizacién por re-
duccién del aprovechamiento, no sélo cuando se hubiesen realiza-
do ya actos de ejecucién sino, también, cuando no se hubiese ejecu-
tado el planeamiento por causa de la Administracién, es coherente

DA-1998-1999, niims252-253. FRANCISCO PERALES MADUENO. La tercera reforma del régimen del...



DA-1998-1999, nims. 252-253. FRANCISCO PERALES MADUENO. La tercera reforma del régimen del...

La tercera reforma del régimen del suelo y de las valoraciones 101

con la definicién de los derechos del Capitulo II del Titulo I de la
Ley. Esta protege los derechos durante los plazos establecidos para
la ejecucién del planeamiento, por lo que el grado de cumplimien-
to de las obligaciones, mientras ello sea posible por no impedirlo la
Administracién, serd también condicién para el reconocimiento
efectivo del derecho a la Administracién, de acuerdo con la conoci-
da jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre la materia, de la que
tan s6lo difiere la nueva formulacién legal en cuanto incluye la in-
demnizacién por reduccién de aprovechamxento La estabilidad
del planeamlcnto durante su ejecucién queda, asi, reforzada, en be-
neficio del principio de seguridad juridica.

Los arts. 42 y 43 contemplan los supuestos de indemnizacién
por alteracién del planeamiento con licencia en vigor, y por la
imposicién de limitaciones singulares.

El art. 42 adapta al nuevo régimen urbanistico del suelo el
supuesto indemnizatorio del art. 238 del Texto Refundido de 1992,
sustituyéndose el presupuesto de la patrimonializacién del dere-
cho a edificar por la existencia de una licencia de construccién.
Esta condicién es directa y objetivamente comprobable sin necesi-
dad de formulacién de juicios o de reconocimientos de derechos en
expedientes previos, como exigia la regla anterior que; por su
parte, era coherente con el régimen de adquisicién gradual de
facultades urbanisticas. La licencia es un acto administrativo que
goza de presuncién de legalidad. Por tanto, basta su existencia
para que pueda fundamentarse la pretensién de la indemnizacién,
sin perjuicio de su posible revisién o impugnacién si se entendie-
se que no se ajusta a Derecho.

Se mantiene la regla de la necesidad de la declaracién de la
extincién de la licencia, por causa de modificacién del planea-
miento, si no se hubiesen iniciado las obras, y el derecho de la
Administracién a modificarla o a revocarla si las obras hubiesen
comenzado, debiéndose, en ambos casos, fijar la indemnizacién
en el mismo expediente.

El art. 43 mantiene el tradicional derecho a la indemnizacién
por limitaciones singulares que excedan de los deberes legalmente
establecidos, o que lleven consigo una restriccién del aprovecha-
miento urbanistico que no pueda ser objeto de distribucién equita-
tiva.

Por tltimo, el art. 44 recoge el derecho a la indemnizacién por
los gastos producidos por el incumplimiento de los deberes inhe-
rentes al proceso urbanizador que resulten inservibles como conse-
cuencia de un cambio de planeamiento o por acordarse la expro-
piacién —supuesto, éste, que debe referirse a un cambio de sistema—
y el derecho al resarcimiento de dafios y perjuicios por causa de
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anulacién de una licencia, demora injustificada en su otorgamien-
to o denegacién improcedente.

6. DISPOSICIONES ADICIONALES Y TRANSITORIAS

De las cinco Disposiciones adicionales merece destacarse la
Adicional segunda que adapta al nuevo régimen urbanistico del
suelo la aplicacién del art. 62 de la Ley Reguladora de las Hacien-
das Locales, de acuerdo con la redaccién otorgada por el art. 21 de
la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Adminis-
trativas y del Orden Social.

La Adicional primera impone el informe vinculante de la
Administracién General del Estado de toda la planificacién terri-
torial y urbanistica que incida sobre terrenos, edificaciones e insta-
laciones, y sus zonas de proteccién, afectos a la defensa nacional.
La Tercera se remite a las potestades reglamentarias que corres-
ponden a las Ciudades Auténomas de Ceuta y Melilla, y la Quin-
ta salva los especificos regimenes forales en materia de hacienda,
régimen tributario, régimen econémico financiero municipal y
régimen de los bienes municipales.

La Disposicién transitoria cuarta establece una regla especial
para las situaciones, igualmente especiales, de los territorios insu-
lares. Esta Disposicién se ha criticado!?, por considerar que cons-
tituye una excepcién al régimen urbanistico general, por lo que
infringirfa el principio de garantia de la igualdad de todos los
espaioles en el gjercicio del derecho de propiedad establecido por
el art. 149.1.1.° de la Constitucién en el que se funda el titulo com-
petencial del Estado. Sin embargo, tampoco debe olvidarse que,
ademds de referirse con caricter general al supuesto singular de los
territorios insulares nacionales, no sustituye los criterios para cla-
sificar los suelos no urbanizables y urbanizables, limitindose a
establecer que la legislacién urbanistica correspondiente fije crite-
rios complementarios. Esta complementariedad de la regulacién
autonémica estd amparada por la doctrina del Tribunal Constitu-
cional a la que se ha hecho referencia anteriormente, por lo que,
acaso, puede resultar innecesaria la Disposicién adicional citada,
lo que tampoco es motivo para invalidarla.

La Ley ha pretendido ser aplicable desde su entrada en vigor,
sin demorar su eficacia a una adaptacién a la misma del planea-
miento general tanto en vigor como en tramitacién. As{ lo estable-
cen las Disposiciones transitorias 2.7 y 3.2

10 . PAREJO ALFONSO, 0. cit., pag. 6.
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Para ello, la Disposicién transitoria 1.* establece unas reglas de
equivalencia de las clases de suelo de la legislacién anterior, dispo-
niendo la aplicacién directa al antiguo suelo urbano y no urbani-
zable del régimen nuevo para los nuevos suelo urbano y no urba-
nizable, que en principio responden a criterios de clasificacién
seme]antes. .

En cuanto al suelo urbanizable programado apto para urbani-
zar y urbanizable no programado, se asimilan al nuevo suelo urba-
nizable. Naturalmente se esta refiriendo, como en el caso de suelo
urbano y no urbanizable, a las distintas categorias de suelo urbani-
zable del planeamiento vigente a la entrada en vigor de la Ley. Esto
demuestra que el suelo no urbanizable no protegido de dicho pla-
neamiento no se convierte automaticamente en nuevo suclo urba-
nizable. El efecto ampliatorio directo e inmediato de la oferta de
suelo se facilita por la innecesariedad del concurso para el desarro-
llo, por la iniciativa privada, del suelo urbanizable no programado.

El mismo criterio de aplicacién directa de la Ley se establece en
las transitorias 4. y 5.7, en materia de ejecucién y de valoraciones,
respectivamente. La cesién de aprovechamiento lucrativo de la
nueva Ley se aplicari en los procesos urbanisticos en ejecucién a
la entrada en vigor de la misma, siempre que no se haya aprobado
el procedimiento de distribucién de beneficios y cargas. Igualmen-
te, las valoraciones se someten al régimen de la nueva Ley en tanto
no se hubiera alcanzado, en el correspondiente procedimiento
administrativo, el justiprecio definitivo.
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